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LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE IDH FRENTE A LA RESTRICCIÓN A VOTAR PARA LOS 

MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA COLOMBIANA. 

 

 

      RESUMEN 

Los derechos políticos son una garantía fundamental en la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, sin embargo, algunos estudios afirman que Colombia es uno de los pocos 

Estados en el cual restringe dicho derecho a los miembros de su Fuerza Pública. Por lo cual, la 

presente tesis busca dar respuesta a la pregunta ¿Cuáles son los estándares convencionales de los 

derechos políticos que permiten la restricción del derecho a elegir a los integrantes de la Fuerza 

Pública colombiana? Para dar respuesta a la pregunta problema se hizo aplicación de un sistema 

semiautomático de búsqueda de jurisprudencia de la Corte Interamericana en el marco de la 

inteligencia artificial aplicada al método de análisis jurisprudencial, investigación interdisciplinaria 

entre el Grupo de Derecho Público y el Grupo ACCEDER de Ingeniería Multimedia, ambos de la 

Universidad Militar Nueva Granada. Teniendo como resultado que el Estado colombiano cumple 

con sus obligaciones internacionales y está facultado a limitar el derecho al voto de los miembros 

de la Fuerza Pública debido a que los derechos políticos no son absolutos y la limitación establecida 

por el Estado de Colombia en el artículo 219 de su Constitución Política es legítima, necesaria y 

proporcional. Este resultado se allega después de haber hecho aplicación de la herramienta 

informática la cual identifica los espacios citacionales que permiten establecer los espacios 

convencionales de los derechos políticos en la jurisprudencia de la Corte Interamericana.  

 

PALABRAS CLAVES  

Convención Americana, Corte Interamericana, Derechos políticos, Fuerza Pública, Inteligencia 

Artificial, Línea jurisprudencial, Límites. 

 

ABSTRACT 

Political rights are a fundamental guarantee in the American Convention on Human Rights; 

however, some studies affirm that Colombia is one of the few States in which it restricts said right 

to the members of its Public Force. Therefore, this thesis seeks to answer the question: What are 

the conventional standards of political rights that allow the restriction of the right to elect the 

members of the Colombian Public Force? To answer the problem question, a semi-automatic system 

of search for jurisprudence of the Inter-American Court was applied in the framework of artificial 

intelligence applied to the jurisprudential analysis method, interdisciplinary research between the 

Public Law Group and the ACCEDER Engineering Group Multimedia, both from the Military 

University Nueva Granada. Having as a result that the Colombian State fulfills its international 

obligations and is empowered to limit the right to vote of the members of the Public Force because 
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the political rights are not absolute and the limitation established by the State of Colombia in Article 

219 of its Political Constitution is legitimate, necessary and proportional. This result is close after 

having made application of the computer tool which identifies the citation spaces that allow 

establishing the conventional spaces of political rights in the jurisprudence of the Inter-American 

Court. 

 

KEYWORDS 

American Convention, Inter-American Court, Political Rights, Public Force, Artificial Intelligence, 

Jurisprudential Line, Limits. 

 

INTRODUCCIÓN 

 

Colombia es un Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos que 

aceptado la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos desde el 21 de junio de 

1985. De acuerdo con ello, el Estado colombiano acepta los lineamientos frente a la protección de 

DDHH e interpretación dada por la Corte Interamericana a la CADH, dichos preceptos se incluirán al 

ordenamiento jurídico interno colombiano mediante el bloque de constitucionalidad, que se 

encuentra en el artículo 93 de la Constitución política de 1991 (Gonzaini, 2006). 

 

De manera consecuente, dicha obligación, en términos de la Corte Interamericana, se 

condensa en la figura del control de convencionalidad, el cual consiste “en juzgar en casos concretos 

si un acto o una normativa de derecho interno resultan incompatibles con la CADH, disponiendo en 

consecuencia la reforma o la abrogación de dichas prácticas o normas, según corresponda, en orden 

a la protección de los DDHH y la preservación de la vigencia suprema de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos” (Lazcano & Cubides, 2015). 

 

Ahora bien, la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana, permite identificar los 

parámetros de interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, esto crea la 

aplicación por parte de la Corte Interamericana de un  sistema de precedentes judiciales, dando 

seguridad jurídica al Sistema Interamericano y a los Estados partes del mismo, además, estos 

precedentes generan la creación de estándares de protección de DDHH, que deben ser aplicables 

por todos los Estados mediante el control de convencionalidad, con el fin de cumplir las obligaciones 

emanadas de la Convención Americana (González & Sanabria, 2013). 

 

Por tanto, las sentencias de la Corte Interamericana se caracterizan por desarrollar 

extensos análisis entre los derechos humanos reconocidos por el tratado y el cumplimiento o no de 

las obligaciones convencionales del Estado, lo cual genera que en una misma sentencia se presenten 
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por un mismo hecho la correlación de diferentes derechos violados y de paso la conexidad con las 

obligaciones, para determinar si el Estado es responsable o no. En este análisis hermenéutico la 

Corte Interamericana identifica el precedente relevante que se relaciona analógicamente con el 

caso bajo estudio y los incluye en los considerandos de cada uno de los derechos o del grupo de 

derechos humanos analizados, por lo cual se puede identificar que el método de trabajo que realiza 

este órgano surge a partir de la construcción de líneas temáticas que pueden 

considerarse líneas jurisprudenciales (Hitters, 2008). 

 

En este orden de ideas, para la creación de una línea jurisprudencial se debe iniciar con 

la formulación de un problema jurídico a resolver a través de la jurisprudencia de un 

determinado órgano judicial (Medina, 2008), dicho problema puede surgir de un espacio en la 

norma que, al ser interpretado por el órgano judicial, permite identificar 

unos parámetros de interpretación. Ello implica hacer un rastreo de las decisiones que se relacionan 

con el problema jurídico planteado y partir de su lectura y análisis identificar si dan respuesta de 

forma directa o simplemente dan elementos que permiten identificar una posible respuesta a 

la situación que se plantea, a partir de ello, se podrían clasificar las sentencias seleccionadas entre 

sentencias hito, fundadora de línea, confirmadora de principio y arquimédica (Medina, 2008).  

 

Con esta técnica se pueden identificar algunos espacios convencionales, que en 

la práctica son el desarrollo interpretativo del alcance del derecho humano reconocido en 

la Convención Americana y con ello la creación de estándares de protección los cuales se 

encuentran obligados a cumplir los Estados que se someten a la jurisdicción de la Corte 

Interamericana (Garcia, 2011).  

 

Teniendo en cuenta la importancia de la jurisprudencia de la Corte Interamericana, es 

evidente la necesidad para los agentes estatales y abogados tener herramientas efectivas para el 

análisis, identificación y desarrollo hermenéutico de las sentencias de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, en miras de dar solución a los distintos problemas jurídicos a través de líneas 

jurisprudenciales. Ante esta necesidad, la misma Corte Interamericana cuenta con una herramienta 

de búsqueda de sus sentencias que se limita a calificarlas por el tipo de decisión, Estado involucrado, 

fecha y tipo de la sentencia. De igual forma, la Corte Interamericana en convenio con la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación de México han creado una herramienta de consulta y búsqueda para 

la información en materia de derechos humanos. Este sistema identifica y organiza temáticamente 

una serie de referencias de distintas fuentes, partiendo desde instrumentos internacionales de 

protección de derechos humanos, opiniones consultivas y decisiones de órganos de protección, e 

incluso de las decisiones de los jueces internos de México en materia de derechos humanos. 

 

Sin embargo, hasta el momento no se conoce de la existencia de un sistema o herramienta 

informática en el Sistema Interamericano que asista la creación de líneas jurisprudenciales a partir 

de las decisiones emitidas por la misma Corte Interamericana, la cual es una metodología de estudio 
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imprescindible para el mismo Tribunal, así como de las víctimas que acuden al sistema, litigantes 

que activan su jurisdicción y profesionales del derecho con interés en el conocimiento de la 

jurisprudencia interamericana de protección de derechos humanos. 

 

Por lo tanto, entre los grupos de investigación en Derecho Público de la Facultad de Derecho 

y ACCEDER de la Facultad de Ingeniería de la Universidad Militar Nueva Granada han creado un 

sistema de inteligencia artificial para el análisis semiautomático de la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana con el cual se identifican espacios citacionales que se encuentran representados a 

través de gráficos cuya lectura e interpretación permiten establecer estándares jurisprudenciales 

de los derechos reconocidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con el fin 

simplificar la labor de creación de futuras sentencias, memoriales por parte de abogados litigantes 

en el Sistema Interamericano y el desarrollo de trabajos académicos y de investigación.    

 

Ahora bien, con el mencionado navegador y respondiendo al interés del programa de la 

Maestría en Instituciones Jurídicas de la Fuerza Pública, se realizó el estudio de la restricción de los 

derechos políticos a los miembros de la Fuerza Pública colombiana. Sobre este tema, existen 

diferentes estudios relacionados con la conveniencia o no del derecho al voto de los integrantes de 

la Fuerza Pública, autores como Pérez (Pérez Vergara, 2018) y Rojas (Rojas Omaña, 2014) han 

realizado estudios demostrando la viabilidad de la garantía de dicho derecho. Sin embargo, hasta el 

momento no se ha realizado un estudio que permita evidenciar si la normatividad interna se ajusta 

a los estándares de protección emanados por la Corte Interamericana, por esta razón, el problema 

jurídico que se plantea en esta investigación es ¿Cuáles son los estándares convencionales de los 

derechos políticos que permiten la restricción del derecho a elegir a los integrantes de la Fuerza 

Pública colombiana? Para dar respuesta a este problema, se identificaron los estándares de 

protección de los derechos políticos a partir de las sentencias de la Corte Interamericana, que fueron 

representados a través de un gráfico de los espacios citacionales resultado de la búsqueda en el 

navegador semiautomático.  

 

Para ello, la metodología a emplear en esta investigación será multidisciplinaria, ya que 

parte de un problema eminentemente jurídico que requiere la aplicación del método de análisis 

jurisprudencial, pero también se emplea un método de trabajo de las ciencias computacionales que 

es el análisis de datos, con el cual permite el desarrollo de una inteligencia artificial que identifica 

los espacios citacionales a partir de las sentencias de la Corte Interamericana en las que desarrolla 

los derechos políticos. Posterior a ello, el usuario de la herramienta hace una lectura e 

interpretación del gráfico y deslumbra los diferentes espacios convencionales que integran el 

derecho, para dar respuesta al problema de investigación.  

 

Por último, a partir de los espacios convencionales y de los estándares de protección de 

derechos humanos que describen los derechos políticos, se realiza una línea jurisprudencial con el 

problema objeto de la investigación que da como resultado que el Estado colombiano cumple con 
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sus obligaciones convencionales y está facultado a limitar el derecho al voto de los miembros de la 

Fuerza Pública porque los derechos políticos no son absolutos y la limitación establecida por el 

Estado de Colombia, para llegar a este resultado es necesario describir el método de creación de 

espacios citacionales y estándares convencionales en la jurisprudencia de la Corte Interamericana, 

luego aplicar el navegador semiautomático que permite identificarlos en los derechos políticos, para 

terminar, interpretando los gráficos y aplicando los estándares en una línea jurisprudencial.   

 

JUSTIFICACIÓN 

Mediante de un sistema de inteligencia artificial creado por la Universidad Militar Nueva 

Granada se realizó el estudio de la restricción de los derechos políticos a los miembros de la Fuerza 

Pública colombiana. Sobre este tema, existen diferentes estudios relacionados con la conveniencia 

o no del derecho al voto de los integrantes de la Fuerza Pública, autores como Pérez (2018) y Rojas 

( 2014) han realizado estudios demostrando la viabilidad de la garantía de dicho derecho. Sin 

embargo, hasta el momento no se ha realizado un estudio que permita evidenciar si la normatividad 

interna se ajusta a los estándares de protección emanados por la Corte Interamericana. 

 

PREGUNTA PROBLEMA 

 

¿Cuáles son los estándares convencionales de los derechos políticos que permiten la restricción 

del derecho a elegir a los integrantes de la Fuerza Pública colombiana? 

 

OBJETIVOS 

Objetivo general: 

Identificar los estándares convencionales de los derechos políticos que permiten la restricción 

del derecho a elegir a los integrantes de la Fuerza Pública colombiana. 

 

Objetivos Específicos: 

 

 Explicar el método de creación de espacios citacionales y estándares convencionales de 

la Corte Interamericana. 

 Establecer los espacios convencionales los derechos políticos en la jurisprudencia de la 

Corte Interamericana mediante la aplicación de una herramienta de inteligencia 

artificial. 

 Crear línea jurisprudencial sobre los derechos políticos para miembros de la Fuerza 

pública en Colombia. 

 

1. MÉTODO DE CREACIÓN DE ESPACIOS CITACIONALES Y ESTÁNDARES CONVENCIONALES DE LA 

JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. 
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Con respecto al método de creación de espacios citacionales y los espacios convencionales, es 

importante analizar inicialmente el precedente judicial, para ello se debe hacer mención que en el 

mundo jurídico existen cinco grandes familias jurídicas como son romano-germánica, common law, 

socialista, religiosa, los sistemas híbridos y mixtos (Martín, 2010), sin embargo, en el mundo 

occidental se aplica solo dos, la familia romano-germánica y el common law. 

 

Frente a estas dos familias jurídicas es evidente que tienen una matriz cultural similar y desde 

un estudio dinámico de estos sistemas es posible distinguirlos de otras familias jurídicas, a través de 

la identificación de los diferentes órganos que promulgan su conjunto de normas, así como de la 

fuerza vinculante y las consecuencias que trae para los sujetos su incumplimiento. Precisamente, 

estos aspectos dependen del uso de fuentes de derecho que le permiten expresarse y alcanzar su 

obligatoriedad (Noguera, 1996).  

 

Es por ende, que aunque las fuentes de derecho en estas dos familias  jurídicas son idénticas 

como son la ley, la costumbre, los tratados internacionales y la jurisprudencia, es muy diferente el 

uso y la fuerza vinculante de cada una fuentes es distinta de acuerdo a la familia jurídica, por 

ejemplo,  el sistema de common law tiene como fuente principal la jurisprudencia cuya autoridad 

se deriva de la regla de obligatoriedad del precedente que establecen los tribunales frente a la 

resolución de litigios, por ello, se da prevalencia al derecho judicial (Martín, 2010), por otro lado, la 

fuente principal del sistema romano-germano es la ley y la obligatoriedad se la concede la rama 

legislativa representada en congreso o consejo dependiendo de cada Estado. 

 

Sin embargo, se debe mencionar que, aunque en el sistema jurídico romano-germánico, la 

jurisprudencia es una fuente subsidiaria de la ley, el precedente judicial ha tomado mayor fuerza, 

debido a que el avance social es mucho más rápido que la regulación, es por ello por lo que, en 

Estados como Colombia, la Corte Constitucional ha definido al precedente judicial como: 

 

“El precedente es aquel antecedente del conjunto de sentencias previas al caso que se habrá de 
resolver, que, por su pertinencia para la resolución de un problema jurídico, debe considerar 

necesariamente un juez o una autoridad determinada, al momento de dictar sentencia” (C-400 /98, 
1998) 

 

De esta forma, a partir del uso del derecho comparado como el estudio de las familias 

jurídicas y sus sistemas, (Medina, 2008) se evidencia que la aplicación del precedente judicial no ha 

sido ajena para ninguno de los sistemas jurídicos.  

 

Es por ello, que, dentro del derecho judicial, se estudia el sistema de precedentes 

caracterizado en principio para los países de tradición de derecho anglosajón o common low, en 

este se observa la doctrina de stare decisis, que proviene del latín “Stare decisis et non quieta 
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movere”, cuyo significado es defender las decisiones y no perturbar los asuntos resueltos. A través 

de esta doctrina, se desarrolla el principio de igualdad, en virtud del cual el juez queda vinculado 

por sus propias decisiones a interpretar y aplicar la ley de igual forma a casos similares (Blasco, 

2001). Según explica Toth, a través del Stare Decisis se crea claridad, previsibilidad y legitimidad en 

el sistema, con el fin de tener seguridad jurídica e igualdad (Toth, 2013). 

 

De acuerdo con esto en el sistema norteamericano, se considera que no todos los 

postulados dentro la doctrina de stare decisis gozan de obligatoriedad. En ellos se encuentra la 

obiter dictum, conformada por ciertos argumentos expuestos por el juez que, si bien tienen cierta 

autoridad y deben ser observados para la aplicación de casos futuros, no generan fuerza (Whittaker, 

2008). Tal como lo expone Black (Black, 1886) en algunos casos dentro de la jurisprudencia se 

debaten cuestiones que no están directamente relacionadas con el problema jurídico en estudio, es 

decir, no son un asunto de juicio ni afectan ningún derecho cuestionado, por ello, de acuerdo con 

los principios del Common Law, no constituyen precedente. 

 

Otros autores como López Medina explican que los argumentos que se encuentran inmersos 

en la obiter dictum, son considerados de menor fuerza jurídica, en los cuales es posible referenciar 

criterios auxiliares de interpretación, que no hacen parte del tema central o esencial del estudio y 

por ello resultan ser incidentales, permitiendo al juez observar otros elementos que no alteran 

significativamente la decisión. Explicado lo anterior, es posible afirmar que la naturaleza del obiter 

dictum resulta ser de carácter argumentativo, ya que se tiene en cuenta que la actividad judicial es 

la práctica de argumentación racional, en virtud de la cual, un enunciado general sirve de 

justificación de una decisión, que deberá utilizarse en casos idénticos (Garrido, 2011). 

 

De otro lado, se encuentran aquellos argumentos definidos como ratio decidendi, a través 

de la cual los jueces establecen reglas de derecho. De esta forma, se configuran como norma de 

origen judicial, en la que se interpreta y se aplica la ley, por lo que debe ser acogida por los demás 

jueces con el fin de dar estabilidad, coherencia y seguridad al sistema (Blasco, 2001). De 

conformidad con lo anterior, estas normas una vez son reiteradas adquieren el carácter de 

precedente, el cual comprende decisiones judiciales que contienen en sí un principio, una regla de 

derecho cuyos fundamentos tienen fuerza vinculante para la solución de casos similares (Medina, 

2008). 

 

Por su parte, para identificar la ratio decidendi, se tiene en cuenta los principios de 

relevancia y pertinencia del argumento en la decisión del caso en concreto, es decir, aquellos 

presupuestos que justifiquen detalladamente cómo resolver el problema jurídico en cuestión. De 

esta forma, cuando el operador judicial está frente a un argumento reiterado por la demás 

jurisprudencia para resolver determinado problema, encuentra una regla de derecho que constituye 

un precedente, cuya vinculatoriedad depende de la relación con los hechos del fallo y aquellos en 
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los que posteriormente se alega su aplicación. Por lo tanto, la analogía juega un papel fundamental 

para la guía del juzgador, pues se debe tener en cuenta la similitud del caso con lo que se ha 

determinado en el precedente (Rivera, 2006). 

 

En este sentido, cuando es un órgano de mayor jerarquía quien establece la regla de 

derecho y es retomada por los jueces inferiores, se habla de un precedente vertical. Por otra parte, 

se está frente a un precedente horizontal cuando este ha sido establecido por una corporación o 

juez y es retomado por otro de igual jerarquía funcional (Fernández, 2016). Llegado este punto, se 

evidencia que el precedente genera un modelo de organización, cuya pretensión es la de 

universalidad, a través de la cual es posible dar un significado estable al ordenamiento jurídico, 

donde los ciudadanos esperan que los jueces fallen teniendo en cuenta sus decisiones previas 

(Huerta, 2015). 

 

Ahora bien, como se ha explicado anteriormente, cada tradición jurídica establece la 

obligatoriedad de sus fuentes de derecho. De la relación entre sí y los acuerdos celebrados por los 

Estados, surge entonces el Derecho Internacional con características y fuentes jurídicas propias que 

encuentran similitud con las nacionales, pero se adaptan a las necesidades de las instituciones que 

resuelven los problemas de relevancia mundial. En relación con las fuentes, explica Jiménez de 

Aréchaga, que, en el derecho internacional, para que las conductas de los Estados lleguen adquirir 

fuerza vinculante se observan tres fuentes: la costumbre, el tratado y los principios generales del 

derecho (Arechaga, Arbuet-Vignali, & Ripoll, 2005)  

 

En relación directa con lo anterior, el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia define en 

su artículo 38 que, para resolver un conflicto, se tiene en cuenta: 

 

(a) “Las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen reglas 

expresamente reconocidas por los Estados litigantes; (b) la costumbre internacional 

como prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho; (c) los principios 

generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas”; (d) las decisiones 

judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las distintas 

naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho (Corte 

Internacional de Justicia, 1945) (subrayado fuera del original) 

 

Así mismo, en el artículo 59 señala que las sentencias, para las partes del conflicto si tienen 

fuerza normativa. A partir de ello, se destaca que la jurisprudencia de los órganos judiciales 

internacionales ha tomado más relevancia en los últimos años, pues a través de la interpretación y 

la aplicación de los tratados y la costumbre internacional en las decisiones judiciales se desarrollan 

el derecho internacional (Huerta, 2015). De esta forma, la relevancia del precedente se evidencia 

en que, para decidir, los tribunales referencian decisiones previas, justificando por qué la regla es 
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correcta, equivocada o diferente e inclusive vinculante en el caso concreto (Cohen, 2015).Así, 

compartiendo lo establecido por Benavides 

 

“(…) las instancias de carácter judicial son necesarias tanto para el desarrollo del derecho 
internacional como para contar con otros mecanismos de cumplimiento de las obligaciones, más allá 
de las retorsiones y represalias. Una sentencia es una norma jurídica particular vinculante y 
obligatoria para el Estado parte del juicio” (Benavides-Casals, 2015) . 

 

Particularmente, en el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, se 

establece en la Convención Americana, que la Corte Interamericana es el órgano al cual le 

corresponde la interpretación y aplicación del tratado, mientras que los Estados parte se 

comprometen a cumplir sus decisiones, de tal forma que todos sus fallos deben ser motivados (OEA, 

1969).  En lo referente a la interpretación, se establece que ante solicitudes formuladas por un 

Estado Parte de la Convención o por la CIDH, se emiten Opiniones Consultivas en las cuales se 

determina el sentido, propósito y razón de las normas. De igual forma, se coadyuva al cumplimiento 

de las obligaciones y la definición de políticas públicas en derechos humanos de la región (Quinche, 

2016).  

 

De otro lado, en función jurisdiccional, la Corte Interamericana decide sobre la 

responsabilidad internacional de un Estado Parte por el incumplimiento de las obligaciones frente a 

los derechos humanos, de conformidad con lo establecido en la Convención Americana de derechos 

Humanos y otros Pactos Interamericanos que le reconocen competencia a la Corte Interamericana, 

así como de estándares de protección que ha fijado en casos análogos. En estas sentencias es posible 

identificar que existen argumentos con carácter de ratio decidendi, en los cuales se encuentran 

reglas de derecho que establece la Corte Interamericana para dar solución a un problema jurídico 

en concreto. Cuando estas reglas de derecho son reiteradas por la Corte Interamericana para 

resolver casos análogos, se está frente estándares de protección que deben ser observados y 

acatados por los Estados.  

 

Dentro de esta ratio decidendi, es posible encontrar como la Corte Interamericana define 

los derechos convencionales, también los elementos que lo integran y las relaciones que se 

establecen entre ellos frente a escenarios en particular. De igual forma, explica las obligaciones de 

respeto, garantía, adecuación y no discriminación que deben cumplir los Estados para evitar la 

vulneración de los derechos humanos, consagradas en los dos primeros artículos de la Convención 

Americana (González & Sanabria, 2013).  

 

Igualmente, en cumplimiento de la obligación de motivar los fallos, se identifica obiter 

dictum en la cual, la Corte Interamericana define elementos que no son indispensables para la 

decisión de responsabilidad, pero si permiten comprender la naturaleza del derecho humano o las 

obligaciones internacionales.  
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De esta forma, es posible evidenciar que dentro del Sistema Interamericano también existen 

precedentes fijados en la Corte Interamericana. En primer lugar, se trata de auto precedentes, 

puesto que es la misma Corte Interamericana quien fija determinado estándar de protección y en 

un caso análogo lo retoma, con el fin de explicar la responsabilidad o no del Estado. Así mismo, en 

ocasiones, hace uso de precedentes horizontales, cuando en sus sentencias menciona argumentos 

establecidos por Cortes de otros Sistemas de Protección de Derechos Humanos. Por último, también 

se evidencia una relación con los Estados parte, puesto que, en virtud de los principios de 

complementariedad y subsidiariedad, la Corte Interamericana en ocasiones estudia las sentencias 

emitidas por los tribunales internos de los Estados. 

 

En cuanto a la obligatoriedad del precedente, se establece en el artículo 66 de la Convención 

Americana que “los Estados Parte en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la 

Corte en todo caso en que sean partes”. A partir del estudio de este artículo, algunos doctrinantes 

desarrollaron la doctrina de res judicata, en virtud de la cual se afirma que el fallo exclusivamente 

es vinculante para el Estado sobre el cual la Corte Interamericana decidía su responsabilidad 

internacional (Quinche, 2016), sin embargo, con los posteriores pronunciamientos de la misma 

Corte Interamericana se determinó que, los postulados de la ratio decidendi tienen efectos erga 

omnes, por lo cual deben ser tenidos en cuenta por los demás Estados, quienes deben velar por que 

los efectos de las disposiciones de la Convención y la sentencia, no se vean disminuidos por la 

aplicación de normas contrarias. 

 

Esta doctrina es conocida como res interpretata y tiene relación directa con el control de 

convencionalidad que se establece en el Sistema Interamericano. En ella se explica que los Estados 

tienen la obligación de adecuar sus actuaciones a nivel interno con el fin que sean conformes tanto 

a los tratados como a la interpretación que realiza la Corte Interamericana sobre los instrumentos 

internacionales: 

 

“Todas sus autoridades y todos sus órganos, incluidas las instancias democráticas, jueces y 
demás órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, están obligados por el 
tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes, un control de convencionalidad tanto en la emisión y aplicación de 
normas, en cuanto a su validez y compatibilidad con la Convención, como en la determinación, 
juzgamiento y resolución de situaciones particulares y casos concretos, teniendo en cuenta el propio 
tratado y, según corresponda, los precedentes o lineamientos jurisprudenciales de la Corte 
Interamericana“ (Corte IDH, 2013).  

 

De esta forma, a partir de las decisiones de la Corte Interamericana, se crean una serie de 

estándares de protección de derechos humanos que deben ser aplicables por todos los Estados 

sujetos a su jurisdicción, con el fin de cumplir las obligaciones emanadas de la Convención 

Americana y garantizar seguridad jurídica dentro del sistema. Es decir, la jurisprudencia de la Corte 
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Interamericana no solo es citada como ejercicio hermenéutico en la construcción de decisiones, sino 

establece criterios que irradian a los Estados con el fin de dar cumplimiento a las obligaciones 

convencionales de respeto, garantía, adecuación y no discriminación en conexidad con los derechos 

humanos, al interior de su jurisdicción (González & Sanabria, 2013).  

 

De acuerdo con ello. es posible evidenciar que los precedentes desarrollados por la Corte 

Interamericana tienen fuerza vinculante para los Estados parte de la Convención Americana, de tal 

forma que se destaca su importancia como órgano de protección de derecho humanos en la región 

y su influencia en las decisiones que toman los tribunales de los Estados a nivel interno.  

 

Ahora bien, en el caso de la investigación jurídica el precedente judicial es relevante en la 

búsqueda de soluciones a problemas jurídicos mediante la creación de líneas jurisprudenciales las 

cuales resultan del estudio de condiciones fácticas y espacios citacionales entre las sentencias del 

mismo órgano. En dicho ejercicio, el investigador podrá tener como propósito indagar sobre una 

unidad temática, la aplicación o interpretación de una norma, instituciones jurídicas relacionadas, 

el carácter reciente de la jurisprudencia o el tipo de argumento que use el órgano judicial para tomar 

la decisión (Courtis, 2006) 

 

En vista de ello, una de las técnicas utilizadas para el estudio de un problema jurídico es el 

desarrollo de líneas jurisprudenciales, en virtud de las cuales se encuentran posibles respuestas de 

conformidad con la decisión adoptada por los jueces previamente. Para su construcción, el 

investigador debe tener en cuenta las sentencias que se relacionen directamente con el tema de 

estudio. Para ello, es útil hacer uso de los buscadores o identificar la sentencia más reciente y que 

los hechos sean relevantes o tengan el mismo patrón fáctico, pues ayudarán a identificar las demás 

sentencias que hablan sobre el tema. En la búsqueda, López Medina recomienda estudiar la 

denominada sentencia arquimédica, caracterizada por ser reciente y contar con hechos relevantes 

con el mismo patrón fáctico. 

 

El grupo de sentencias que encuentre el investigador relacionadas con su tema de estudio, 

se denomina espacio citacionales, pues se constituye a partir de la relación de citas entre sí que 

desarrollan las sentencias cuyo contenido es de conformidad con el precedente fijado por el órgano 

judicial en relación con el tema de interés del investigador. Al interior de este espacio citacionales, 

es posible identificar que el órgano judicial realiza la interpretación de los artículos de la normativa 

en diferentes situaciones y define sus elementos cuando entran en conflicto.   

 

Para el caso de la Corte Interamericana, ello se denomina espacios convencionales, 

realizando un símil con lo que López Medina denomina escenario constitucional y define como 

“zona de choque de intereses donde la Corte puede desplegar el análisis de la constitución para 

encontrar balances que maximicen la protección de derecho. Entre todas estas zonas hay afinidades 
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generales que se desprenden de elementos culturales, morales, políticos y económicos (Medina, 

2008). Estos estándares convencionales, cuando colidan con otros derechos, pueden generar 

“subespacios” o “espacios convencionales de segundo nivel”.    

 

Estos espacios o subespacios convencionales brindan herramientas al investigador para la 

formulación de su problema jurídico, definido por López Medina como la pregunta que encabeza la 

línea jurisprudencial y que el investigador intenta resolver mediante la interpretación dinámica de 

varios pronunciamientos judiciales, además de la relación de estos con otros materiales normativos. 

Este problema debe ser concreto, con el propósito de dar respuesta de forma directa con las 

sentencias y dependerá de qué tipo de línea quiere desarrollar el investigador.  

 

Para ello, como explica López Medina, el investigador debe tener en cuenta que existen 

diferentes tipos de sentencias de las cuales, debe preferir aquellas que gocen de lealtad 

argumentativa para conformar el precedente, como se señala a continuación.  

 

La primera de ellas se denomina hito, donde se establece de forma general la regla de 

derecho en la sentencia. A su vez, esta sentencia puede asumir la forma de fundadora de línea, en 

la que, tratándose de una inicial, goza de riqueza argumentativa por ello suele tener bastante obiter 

dictum. De otro lado, puede ser una consolidadora de línea, en la cual además de retomar la regla 

de derecho establecida, la define con más precisión. Otra forma es la modificadora, la cual incluye 

cambios fuertes a la regla derecho que resuelve el problema jurídico del caso en estudio. No 

obstante, cuando la sentencia introduce una teoría nueva o forma de interpretar se trata de una 

reconceptualizadora, mientras que, si resuelve conflictos de interés, se define como una sentencia 

dominante.  

 

Así las cosas, continúa explicando López Medina que el investigador puede encontrar otro 

tipo de sentencias que no serán directamente relevantes para su estudio. Entre ellas se encuentra 

la confirmadora de principio, la cual desarrolla el deber de obediencia del precedente, aplicando la 

ratio decidendi. De otro lado, se encuentran las sentencias confusas o inconcluyentes, que tienen 

poca ratio y no define de forma clara la solución al problema jurídico y, por último, las que son en 

exceso abstractas, pues contienen poca ratio decidendi y mucha obiter dictum sin relación con el 

caso.  

 

Una vez se realice, se graficará el problema y se ubicaran las sentencias según sea su 

respuesta. De esta forma, podrá evidenciar si se identifica la existencia balance convencional, es 

decir, si existe doctrina jurisprudencial vigente que sirve como regla de conducta y estándar de 

crítica (Medina, 2008) y demás conclusiones según sus objetivos planteados. 
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Teniendo en cuenta lo anterior, es de acuerdo a los precedentes judiciales frente a los derechos 

políticos y gracias al sistema de inteligencia artificial se construirá una línea jurisprudencial de la 

Corte Interamericana, para dar respuesta a la pregunta ¿Cuáles son los estándares convencionales 

de los derechos políticos que permiten la restricción del derecho a elegir a los integrantes de la 

Fuerza Pública colombiana?,  el sistema lo primero que nos demostrara  son los espacios 

citacionales,  con la relevancia que han tenido las distintas sentencias de la Corte Interamericana 

frente a los derechos políticos, con estos espacios citacionales el sistema evidenciara los espacios 

convencionales, para posteriormente evidenciar los estándares convencionales y crear la línea 

jurisprudencial. 

 

2. LOS DERECHOS POLÍTICOS EN LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE IDH 

Este capítulo, se desarrollará con base a los precedentes establecidos por la Corte 

Interamericana frente a los derechos políticos de acuerdo a las sentencias establecidas por la 

inteligencia artificial de acuerdo a la relevancia de cada sentencia, de igual forma a las veces en el 

que son citadas, posterior a ello, teniendo en cuenta la gráfica expuesta por la herramienta se 

desarrollaran cuatro espacios convencionales generando  con ello los estándares del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos, frente a los derechos políticos. 

2.1. Descripción de los Derechos Políticos por parte de la Corte IDH  

 

Frente al contexto del Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 23 consagra el derecho 

político establece: 

 

“1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 

 a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; 

 b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e 
igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 

 c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso 
anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, 
capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal” (OEA, 1969,art 23). 

 

La Corte Interamericana, la mayoría de las ocasiones que se pronuncia por primera vez de 

un derecho convencional establece dentro de su sentencia algunos parámetros y definiciones 

conceptuales sobre el derecho, estos parámetros y conceptualizaciones son retomadas por 

subsiguiente jurisprudencia, esto con miras a crear estándares de protección del derecho que en 

el caso concreto serían los derechos políticos. Frente a estos derechos de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, se aprecian varias situaciones primero que todas las personas tienen 
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derecho a participar en la dirección de asuntos públicos, segundo el derecho a elegir y ser elegido 

en cargos públicos en condiciones de igualdad y tercero frente a qué razones se puede limitar los 

derechos políticos. 

 

Por consiguiente, este derecho ha sido importante en la constante jurisprudencia de la Corte 

Interamericana, pues se ha pronunciado en 21 ocasiones teniendo como el caso más citado el 

Yatama Vs Nicaragua, mediante el cual se establece la importancia de los derechos políticos pues 

mediante estos “se propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político” (Corte 

IDH, 2005, párr. 192), de acuerdo con este carácter fundamental la Corte Interamericana ha 

establecido: 

 

“(…) el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, 
un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos 
humanos previstos en la Convención, y que sus titulares, es decir, los ciudadanos, no sólo deben gozar 
de derechos, sino también de “oportunidades”. Este último término implica la obligación de 
garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular de derechos políticos 
tenga la oportunidad real para ejercerlos” (Corte IDH, 2005, Párr. 191; Corte IDH, 2008, Párr. 140; 
Corte IDH, 2011. Párr. 108). 

  

Ahora bien, frente a la definición y el rango de aplicación de los derechos políticos la Corte 

Interamericana, en sentencias como Castañeda Gutman Vs México y más actualmente la sentencia 

San Miguel Sosa Vs Venezuela ha definido al artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos: 

 

“El artículo 23 contiene diversas normas que se refieren a los derechos de la persona como 
ciudadano, esto es, como titular del proceso de toma de decisiones en los asuntos públicos, como 
elector a través del voto o como servidor público, es decir, a ser elegido popularmente o mediante 
designación o nombramiento para ocupar un cargo público. Además de poseer la particularidad de 
tratarse de derechos reconocidos a los ciudadanos, a diferencia de casi todos los demás derechos 
previstos en la Convención que se reconocen a toda persona, el artículo 23 de la Convención, no solo 
establece que sus titulares deben gozar de derechos, sino que agrega el término “oportunidades”. 
Esto último implica la obligación de garantizar con medidas positivas que toda persona que 
formalmente sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. Como ya lo 
señalara este Tribunal anteriormente, es indispensable que el Estado genere las condiciones y 
mecanismos óptimos para que los derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva, 
respetando el principio de igualdad y no discriminación” (Corte IDH, 2005, par 194; Corte IDH, 2008, 
Párr. 145; Corte IDH, 2018, Párr. 111)  

 

Desde esta interpretación la Corte Interamericana ha venido estableciendo ciertas 

definiciones de los derechos que intrínsecamente hacen parte de los derechos políticos y que ha 

desarrollado la misma Corte Interamericana como son, el derecho a decidir en asuntos públicos, el 

derecho a ser elegido, el derecho a elegir y las limitaciones a los derechos políticos. Frente al 

derecho de decidir en asuntos públicos se considera como sentencia de descriptiva el caso Yatama 

Vs Nicaragua la cual establece: 
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“La participación política puede incluir amplias y diversas actividades que las personas 
realizan individualmente u organizados, con el propósito de intervenir en la designación de quienes 
gobernarán un Estado o se encargarán de la dirección de los asuntos públicos, así como influir en la 
formación de la política estatal a través de mecanismos de participación directa. 
(…) Los ciudadanos tienen el derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos por medio 
de representantes libremente elegidos. El derecho al voto es uno de los elementos esenciales para la 
existencia de la democracia y una de las formas en que los ciudadanos ejercen el derecho a la 
participación política. Este derecho implica que los ciudadanos puedan elegir libremente y en 

condiciones de igualdad a quienes los representarán.” (Corte IDH, 2005 Párr. 196 y 198). 
 

El derecho a la participación política, en varias ocasiones ha tenido conexión con otros 

derechos como la libertad de pensamiento y expresión, por ejemplo, en caso Pueblos Kaliña y 

Lokono vs Surinam. Por su parte frente al derecho hacer elegido también tiene como sentencia 

fundadora Yatama Vs Nicaragua la cual expresa que el derecho hacer elegido y tener acceso a la 

función pública. 

 

“La participación mediante el ejercicio del derecho a ser elegido supone que los ciudadanos 
puedan postularse como candidatos en condiciones de igualdad y que puedan ocupar los cargos 
públicos sujetos a elección si logran obtener la cantidad de votos necesarios para ello.  
El derecho a tener acceso a las funciones públicas en condiciones generales de igualdad protege el 
acceso a una forma directa de participación en el diseño, implementación, desarrollo y ejecución de 
las directrices políticas estatales a través de funciones públicas. Se entiende que estas condiciones 
generales de igualdad están referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular como 
por nombramiento o designación” (Corte IDH, 2005 Párr. 199 y 200; Corte IDH, 2008, Par 144; Corte 
IDH, 2017a, 145). 

 

 

Por su parte el derecho a elegir, se consolida mediante el voto así lo establece también la 

sentencia del caso Yatama Vs Nicaragua, en su párrafo 197, en la cual se pronuncia que el voto es la 

expresión de las dimensiones individual y social de la participación política, por su parte  frente a las 

limitaciones de los derechos políticos en la misma sentencia establece que se pueden limitar de 

acuerdo a la cláusula general de limitaciones de  la convención en el artículo 29,  pero a su vez los 

Estados pueden realizar algunas limitaciones. 

 

“Los Estados pueden establecer estándares mínimos para regular la participación política, 
siempre y cuando sean razonables de acuerdo con los principios de la democracia representativa. 
Dichos estándares, deben garantizar, entre otras, la celebración de elecciones periódicas, libres, 
justas y basadas en el sufragio universal, igual y secreto como expresión de la voluntad de los 
electores que refleje la soberanía del pueblo, tomando en que cuenta que, según lo dispuesto en el 
artículo 6 de la Carta Democrática Interamericana, “promover y fomentar diversas formas de 
participación fortalece la democracia”, para lo cual se pueden diseñar normas orientadas a facilitar 
la participación de sectores específicos de la sociedad, tales como los miembros de las comunidades 
indígenas y étnicas” (Corte IDH, 2005 Párr. 207; Corte IDH, 2008. Par 149) 
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Estos conceptos preestablecidos por la Corte Interamericana, han dado el desarrollo de los 

derechos políticos y dependiendo el caso materia de estudio han desarrollado, aclarado o sostenido 

un concepto de los cuatro ya mencionados. 

 

2.2. Nichos citacionales y espacios convencionales de los Derechos Políticos en la 

jurisprudencia de la Corte IDH. 

 

La Corte Interamericana a seguido desarrollando estas definiciones en posteriores 

jurisprudencias,  también han establecido la aplicación y los estándares de los derechos políticos,  

es así que dentro 21 sentencias se ha desarrollado este derecho, estas son: Caso de la Comunidad 

Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs Nicaragua; Caso Carpio Nicolle  y Otros vs Guatemala; Caso Yatama 

vs Nicaragua; Caso Claude Reyes y otros vs Chile; Caso Escué Zapata vs Colombia;  Caso Castañeda 

Gutman vs México; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 

vs. Venezuela; Caso Reverón Trujillo vs Venezuela; Caso Chitay Nech y otros vs Guatemala; Caso 

Manuel Cepeda Vargas vs Colombia; Caso Chocrón Chocron vs Venezuela; Caso López Mendoza vs 

Venezuela;  Caso  Pueblo Indígena de Kichwa de Sarayaku vs Ecuador; Caso de la Corte Suprema  de 

Justicia (Quintana Coello y Otros) vs Ecuador; Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y 

Otros) vs Ecuador; Caso Luna López  vs Honduras; Caso Argüelles y otros  vs Argentina; Caso López 

Lone y otros vs Honduras; Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs Surinam; Caso Pacheco León y Otros vs 

Honduras; Caso San Miguel Sosa vs Venezuela. 

 

En esto 21 casos se dan auto citaciones de unas sentencias a las otras por parte de la Corte 

Interamericana, creando lo que definiremos como espacios citacionales, estos son las veces que la 

Corte a citado una sentencia más antigua frente las sentencias más recientes, frente a esto la 

inteligencia artificial, arroja el número de veces que una sentencia ha sido citada por la Corte 

Interamericana para abordar el tema de los derechos políticos. 

 

RANKING CON NUMERO DE CITACIONES 

C 127 23 

C 184 19 

C 266 11 

C 302 11 

C 348 11 

C 268 10 

C 227 9 

C 269 9 

C 197 8 

C 342 8 

C 212 7 
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C 213 7 

C 233 7 

C 182 6 

C 288 5 

C 79 1 

C 245 1 

C 309 1 

C 117 0 

C 151 0 

C 165 0 

Cuadro # 1: Este cuadro es resultado de los datos generados por la inteligencia artificial, teniendo en cuenta los datos de 

21 sentencias de la Corte IDH: Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs Nicaragua; Caso Carpio Nicolle  y 

Otros vs Guatemala; Caso Yatama vs Nicaragua; Caso Claude Reyes y otros vs Chile; Caso Escué Zapata vs Colombia;  Caso 

Castañeda Gutman vs México; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. 

Venezuela; Caso Reverón Trujillo vs Venezuela; Caso Chitay Nech y otros vs Guatemala; Caso Manuel Cepeda Vargas vs 

Colombia; Caso Chocrón Chocron vs Venezuela; Caso López Mendoza vs Venezuela;  Caso  Pueblo Indígena de Kichwa de 

Sarayaku vs Ecuador; Caso de la Corte Suprema  de Justicia (Quintana Coello y Otros) vs Ecuador; Caso del Tribunal 

Constitucional (Camba Campos y Otros) vs Ecuador; Caso Luna López  vs Honduras; Caso Argüelles y otros  vs Argentina; 

Caso López Lone y otros vs Honduras; Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs Surinam; Caso Pacheco León y Otros vs Honduras; 

Caso San Miguel Sosa vs Venezuela. 

 

Para establecer la importancia de cada sentencia, es mediante el número de veces que es 

citada y la importancia que la Corte Interamericana le ha dado para la toma de decisiones en casos 

posteriores, de acuerdo con ello, tenemos sentencias más relevantes como el caso C127 Caso 

Yatama vs Nicaragua, que es la más importante frente a derechos políticos, es así como mediante 

la inteligencia artificial nos establece un Score para establecer la importancia de la sentencia. 

 

RANKING POR RELEVANCIA 

C 127 52.99782729 

C 184 42.5428122 

C 269 30.43031659 

C 302 29.16940142 

C 342 27.46847625 

C 213 27.46847613 

C 348 25.93285527 

C 233 22.38371612 

C 288 22.38371612 

C 197 22.36420645 

C 212 19.65612795 

C 182 17.16037025 
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C 266 14.21122267 

C 268 14.21122267 

C 227 12.47360863 

C 309 9.583755619 

C 79 0.1539471966 

C 245 0.1539471966 

C 117 0.04761904762 

C 151 0.04761904762 

C 165 0.04761904762 

Cuadro # 2 Este cuadro es resultado de los datos generados por la inteligencia artificial, teniendo en cuenta los datos de 

21 sentencias de la Corte IDH: Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs Nicaragua; Caso Carpio Nicolle  y 

Otros vs Guatemala; Caso Yatama vs Nicaragua; Caso Claude Reyes y otros vs Chile; Caso Escué Zapata vs Colombia;  Caso 

Castañeda Gutman vs México; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. 

Venezuela; Caso Reverón Trujillo vs Venezuela; Caso Chitay Nech y otros vs Guatemala; Caso Manuel Cepeda Vargas vs 

Colombia; Caso Chocrón Chocron vs Venezuela; Caso López Mendoza vs Venezuela;  Caso  Pueblo Indígena de Kichwa de 

Sarayaku vs Ecuador; Caso de la Corte Suprema  de Justicia (Quintana Coello y Otros) vs Ecuador; Caso del Tribunal 

Constitucional (Camba Campos y Otros) vs Ecuador; Caso Luna López  vs Honduras; Caso Argüelles y otros  vs Argentina; 

Caso López Lone y otros vs Honduras; Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs Surinam; Caso Pacheco León y Otros vs Honduras; 

Caso San Miguel Sosa vs Venezuela. 

 

Como se puede observar el caso más citado y relevante en la Corte Interamericana, frente 

el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos es el C 127, conocido como el 

caso Yatama Vs Nicaragua, este se dio por la participación política de organizaciones indígenas  

conglomeradas con el nombre de Yatama, las cuales intentaron obtener la autorización y ser 

reconocidos como partido político, sin embargo, el Estado de Nicaragua negó dicha autorización y 

con ello las comunidades no pudieron participar activamente en las elecciones del año 2000. Es así 

como este caso es el primero1 en que la Corte Interamericana condena a un Estado por la violación 

de los derechos políticos. 

 

De acuerdo con ello, se evidencia que el Caso Yatama vs Nicaragua tiene 23 citaciones de 

sentencias posteriores. En esta sentencia se da inicio y desarrollo de los derechos políticos en la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana, en esta se menciona la descripción de los derechos 

políticos, pero a su vez establece como los Estados deben cumplir con las obligaciones de garantía 

y no discriminación en esta la Corte establece. 

 

“La Corte entiende que, de conformidad con los artículos 23, 24, 1.1 y 2 de la Convención, el 
Estado tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos políticos, lo cual implica que la 

                                                             
1 Serie C No 79 Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs Nicaragua y Serie C No. 117 caso Carpio 
Nicolle y Otros vs Guatemala (En estos dos casos los representantes de víctimas solicitaron que la Corte IDH, 
estudiara los derechos políticos, sin embargo, la Corte no hace dicho estudio argumentando que los hechos 
por los que las víctimas requerían el reconocimiento de estos ya habían sido estudiados en otros 
derechos).                                              
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regulación del ejercicio de dichos derechos y su aplicación sean acordes al principio de igualdad y no 
discriminación, y debe adoptar las medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio. Dicha 
obligación de garantizar no se cumple con la sola expedición de normativa que reconozca 
formalmente dichos derechos, sino requiere que el Estado adopte las medidas necesarias para 
garantizar su pleno ejercicio, considerando la situación de debilidad o desvalimiento en que se 
encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales” (Corte IDH, 2005. Par 201; Corte 
IDH, 2010 par 106). 
 

Con respecto a lo anterior, la Corte Interamericana, establece que los Estados no 

simplemente están obligados a la creación de una norma, si no que los Estados deben adoptar 

medidas para garantizar el real y pleno goce de los derechos políticos con base en los principios de 

igualdad y no discriminación así también la Corte dispuso que “Es indispensable que el Estado 

genere las condiciones y mecanismos óptimos para dichos derechos políticos puedan ser ejercidos 

de forma efectiva, respetando el principio de igualdad y no discriminación” (Corte IDH, 2005. Par 

195; Corte IDH, 2008. Par 145). 

 

Por otro lado, este caso también desarrolla que los derechos políticos no son absolutos, si 

no que aceptan las limitaciones de estos como lo establece el artículo 23.22  esto de acuerdo con el 

test de proporcionalidad lo que significa que para limitar los derechos políticos los Estados deben 

observar los principios de legalidad3, necesidad4 y proporcionalidad5 en una sociedad democrática 

por ende se establece que: 

 

“La restricción debe encontrase prevista en una ley, no ser discriminatoria, basarse en 
criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne necesaria para satisfacer un 
interés público imperativo, y ser proporcional a ese objetivo. Cuando hay varias opciones para 
alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el derecho protegido y guarde mayor 
proporcionalidad con el propósito que se persigue” (Corte IDH, 2005, Par 206; Corte IDH, 2008, Par 
174 y 185). 

 

Teniendo en cuenta los temas desarrollados dentro el caso Yatama Vs Nicaragua, esta se ha 

visto incluido en los distintos espacios convencionales que se han creado a partir de la jurisprudencia 

de la Corte Interamericana, frente a las distintas disposiciones de los derechos políticos es así como, 

                                                             
2Art 23.2: La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso 
anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o 
mental, o condena, por juez competente, en proceso penal (CADH. 1969). 
3En cuanto a la legalidad, la Corte IDH ha explicado que las condiciones y circunstancias generales que 
autorizan las limitaciones a un derecho humano deben estar claramente establecidas en la ley, entendida esta 
tanto en su sentido formal como material (Corte IDH. 2017. Par 119). 
4 La necesidad se refiere a que la medida sea absolutamente indispensable para conseguir el fin deseado y 
que no exista una menos gravosa respecto al derecho intervenido entre todas aquellas que cuentan con la 
misma idoneidad para alcanzar el objetivo propuesto (Corte IDH. 2016. Par 147) 
5 La Corte IDH señala que debe analizarse si la limitación resulta estrictamente proporcional para cumplir con 
ello se determina el grado de afectación de uno de los bienes en juego, la importancia de la satisfacción del 
bien contrario, y si esta se justifica en la limitación del otro (Corte IDH. 2008 a. par 84) 
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con la ayuda de la inteligencia artificial, arroja el grafico sobre la conexidad de las sentencias y la 

influencia de estas. 

 

 

 
Gráfico generado por la inteligencia artificial que demuestra la conexión e importancia entre las sentencias de la Corte 

IDH que desarrollan los derechos políticos. 

 

En este gráfico, evidencia los cuatro grupos de sentencias en el cual se desarrollan los 

derechos políticos, dentro de estos espacios se desenvuelven el derecho a elegir, el derecho a 

participar en asuntos públicos, el derecho a la igualdad de oportunidades en el acceso y la 

estabilidad en cargos públicos y los límites de los derechos políticos. 

 

De estos espacios citacionales que nacen de la relación de la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana, se crean los espacios convencionales que genera los estándares que los Estados 

deben adecuar en su ordenamiento jurídicos internos, según el artículo 2 de la Convención 
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Americana sobre Derechos Humanos, es por ello por lo que dentro de los derechos políticos se 

encuentran cuatro espacios convencionales los cuales son el derecho a decidir en asuntos públicos, 

el derecho a ser elegido, el derecho a elegir y las limitaciones a los derechos políticos. 

 

2.2.1.  Derecho a ser elegido 

 

Dentro del grupo de sentencias en las cuales las Corte Interamericana se ha pronunciado 

sobre el derecho a ser elegido consagrado en el artículo 23 Convencional se encuentra el ya 

mencionado caso Yatama vs Nicaragua, a su vez también casos como Castañeda Gutman vs México, 

Manuel Cepeda Vargas vs Colombia, López Mendoza vs Venezuela, Luna López vs Honduras, 

Pacheco León vs Honduras, Pacheco León vs Honduras y por último San Miguel Sosa vs Venezuela. 

 

Inicialmente se analizará el caso Castañeda Gutman, este refiere a la responsabilidad 

internacional del Estado de México por la inexistencia de un recurso adecuado y efectivo en relación 

con el impedimento de Jorge Castañeda Gutman para inscribir su candidatura independiente a la 

Presidencia de México (Corte IDH, 2008), en esta sentencia encontramos el desarrollo del derecho 

a elegir y ser elegido, en donde se confirma lo expuesto por la Corte Interamericana en el caso 

Yatama y en el año 2017 reafirmada en la sentencia Pacheco León. 

 

“(…) el artículo 23.1 de la Convención establece que todos los ciudadanos deben gozar de 
los siguientes derechos y oportunidades, los cuales deben ser garantizados por el Estado en 
condiciones de igualdad: i) a la participación en la dirección de los asuntos públicos, directamente o 
por representantes libremente elegidos; ii) a votar y a ser elegido en elecciones periódicas auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de los 
electores, y iii) a acceder a las funciones públicas de su país” (Corte IDH, 2005 Párr. 199 y 200; Corte 
IDH, 2008, Par 144; Corte IDH, 2015, 106; Corte IDH, 2017a, 145). 

 

De acuerdo a lo anterior, es importante destacar que todo ciudadano de los países que 

ratificaron la Convención Americana sobre Derechos Humanos tiene el derecho convencional votar 

y a ser elegido en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por 

voto secreto que garantice la libre expresión de los electores, sin embargo, para proteger este 

derecho la Corte Interamericana indica que los Estados no solo tienen las obligaciones generales 

que establece el artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sino que, además 

los Estado tenían obligaciones positivas como son: 

 

El artículo 23 de la Convención Americana establece que sus titulares deben gozar de 
derechos políticos, pero, además, agrega el término “oportunidades”, lo cual implica que los Estados 
deben garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular de derechos 
políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. Por lo tanto, es indispensable que el Estado genere 
las condiciones y mecanismos óptimos para que los derechos políticos puedan ser ejercidos de forma 
efectiva. La Corte señala, como lo ha hecho en otras ocasiones, que estas condiciones generales de 
igualdad están referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular como por 
nombramiento o designación (Corte IDH, 2005 Párr. 195 y 200; Corte IDH, 2008, párr. 145 y 150; 
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Corte IDH, 2010a, párr. 172; Corte IDH, 2013b, párr. 143; Corte IDH, 2017a, párr. 155 y 156; Corte 
IDH, 2018, párr. 111). 

 

La Corte Interamericana establece que “el ejercicio efectivo de los derechos políticos 

constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas 

tienen para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención” (Corte IDH, 2005, 

párr. 145; Corte IDH, 2011, párr. 108; Corte IDH. 2015, párr.162), debido a ello, la búsqueda de la 

participación política se ha de manera activa (elegido) o pasiva (elegir), los Estados en sus estatutos 

internos deben crear norma para dar efectividad a la participación de la sociedad y con ella se 

cumpliría el objetivo de las sociedades democráticas. Para cumplir con este objetivo uno de los 

mecanismos en las que la Corte Interamericana a persuadido a lo estado es dar posibilidades reales 

de participación a la oposición, frente a la cual ha expresado: 

 

“(…) es de resaltar que las voces de oposición resultan imprescindibles para una sociedad 
democrática, sin las cuales no es posible el logro de acuerdos que atiendan a las diferentes visiones 
que prevalecen en una sociedad. Por ello, la participación efectiva de personas, grupos y 
organizaciones y partidos políticos de oposición en una sociedad democrática debe ser garantizada 
por los Estados, mediante normativas y prácticas adecuadas que posibiliten su acceso real y efectivo 
a los diferentes espacios deliberativos en términos igualitarios, pero también mediante la adopción 
de medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio, atendiendo la situación de vulnerabilidad 
en que se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales” ( Corte IDH, 2005, párr. 
201; Corte IDH, 2010 a, párr. 173) 

 

Es por la falta de garantías dentro de los Estados por parte de los gobiernos para la oposición 

que genero dentro de la jurisprudencia de la Corte Interamericana un subespacio convencional 

frente a la protección del derecho a la vida articulo 5 convencional y los derechos políticos artículo 

23, dentro de este sub espacio convencional tenemos como caso insignia Manuel Cepeda Vargas vs 

Colombia, este  caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ejecución 

extrajudicial de Manuel Cepeda Vargas el cual era parte del partido político Unión Patriótica partido 

opositor del gobierno de la época, así como por la falta de investigación y sanción de los 

responsables (Corte IDH, 2010). Es así como la Corte frente a casos donde existe interrelación de 

derechos.  

 

“Si bien cada uno de los derechos contenidos en la Convención tiene su ámbito, sentido y 
alcance propios, en ciertas ocasiones, por las circunstancias particulares del caso o por la necesaria 
interrelación que guardan, se hace necesario analizarlos en conjunto para dimensionar 
apropiadamente las posibles violaciones y sus consecuencias (Corte IDH, 2005, par 144; Corte IDH 
2010a, Párr. 171). 

 

 

De acuerdo con esto, es que la Corte Interamericana ha establecido que los Estados tienen 

obligaciones positivas frente a personas pertenecientes a la oposición para la protección de sus 

derechos políticos y el derecho a la vida. 
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“Al respecto, la Corte ha tenido oportunidad de señalar que determinadas personas, por sus 
actividades, pueden estar en una situación de particular vulnerabilidad y requerir especial protección 
por parte del Estado. Así, la Corte ha se ha referido a obligaciones especiales de prevención y 
protección en beneficio de líderes políticos en situaciones de riesgo” (Corte IDH, 2010a, Párr. 100; 
Corte IDH, 2017a, Párr. 157) 

 

Esto genera el estándar convencional con la obligación positiva de los Estados, estos tienen 

que brindar una especial protección a los miembros de los partidos políticos de oposición y a su vez 

dar la posibilidad de ser elegidos de manera real. 

 

2.2.2. El derecho a la igualdad de oportunidades en el acceso y la estabilidad en 

cargos públicos 

Otro punto importante dentro de la jurisprudencia de la Corte Interamericana, con respecto 

a los derechos políticos, es el derecho de igualdad de oportunidades en el acceso y la estabilidad en 

cargos públicos, este tema se ha desarrollado por parte de la Corte Interamericana en los casos de 

altos tribunales versus Estados como Ecuador, Venezuela entre otros, es por ello, que la Corte 

señalo, que las “condiciones generales de igualdad están referidas tanto al acceso a la función 

pública por elección popular como por nombramiento o designación” (Corte IDH, 2005, párr. 200; 

Corte IDH, 2008, párr. 150; Corte IDH, 2013b, párr. 143). 

La Corte Interamericana en casos como Aptiz Barbara y Reveron Trujillo aclaro que el 

articulo 23.1 c, no protege el derecho al acceso a cargos públicos, si no, protege la igualdad para 

acceder a los públicos y mantenerse en estos cargos (Corte IDH, 2009; Corte IDH, 2008 b; Corte IDH, 

2013a; Corte IDH, 2013), para cumplir con el fin de una igualdad real, la Corte exige a los Estados:  

“(…) el respeto y garantía de este derecho se cumplen cuando “los criterios y procedimientos 
para el nombramiento, ascenso, suspensión y destitución sean razonables y objetivos” y que “las 
personas no sean objeto de discriminación” en el ejercicio de este derecho. A este respecto, la Corte 
ha indicado que la igualdad de oportunidades en el acceso y la estabilidad en el cargo garantizan la 
libertad frente a toda injerencia o presión política” (Corte IDH, 2009, párr. 206; Corte IDH, 2008b párr. 
138; Corte IDH, 2011 a, párr. 135; Corte IDH, 2013a, párr. 194; Corte IDH, 2013, párr. 150).  

 

 

Frente al caso en concreto de protección de los derechos políticos de los jueces garantizan 

la autonomía y prohíben cualquier injerencia de los gobiernos nacionales y los partidos políticos, en 

conclusión, las personas tienen derecho acceder a un puesto público y que su estabilidad dentro del 

puesto sin ningún tipo injerencia o presiones políticas. 
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2.2.3. El derecho a participar en asuntos públicos 

 

Con respeto al derecho de participación desde la esfera social la Corte Interamericana ha 

emitido decisiones en dos tipos de casos donde se protegen el derecho al voto y también los 

derechos de las comunidades indígenas y tribales (OIT, 1989) interrelacionados con el derecho a 

participar en asuntos públicos, se encuentra el derecho a recibir información y el derecho de 

propiedad colectiva de las comunidades. La Corte Interamericana define al derecho de participación 

sobre asuntos públicos de manera general como: 

 
“La participación política puede incluir amplias y diversas actividades que las personas 

realizan individualmente u organizadas, con el propósito de intervenir en la designación de quienes 
gobernarán un Estado o se encargarán de la dirección de los asuntos públicos, así como influir en la 
formación de la política estatal a través de mecanismos de participación  
directa” (Corte IDH, 2005, Párr. 195; Corte IDH, 2015, Párr. 163;) 

 

La Corte frente al derecho a elegir, se infieren los dos modelos de democracia o de 

participación ciudadana, el primero es la democracia representativa y la segunda la democracia 

participativa. Frente a la primera se define como aquella que reside en la soberanía del pueblo y en 

la cual las funciones a través de las cuales se ejerce el poder son desempeñadas por personas 

escogidas en elecciones libres y auténticas mediante el sufragio universal (OEA, 2001), por su parte, 

la segunda se define como aquella en la que el pueblo ejerce de forma inmediata y directa a las 

funciones públicas (Pelayo, 1953) es así como la Corte  establece que “el derecho de participar 

activamente en la dirección de los asuntos públicos directamente, mediante referendos, plebiscitos 

o consultas o bien, por medio de representantes libremente elegidos” (Corte IDH, 2018, Párr.111;  

Corte IDH 2008, Párr. 147; Corte IDH 2010, Párr. 107)    

 

La Corte Interamericana en su jurisprudencia desarrolla la democracia representativa 

cuando establece el derecho al voto como mecanismo de participación política y las obligaciones 

específicas del Estado para proteger este derecho, es así como la Corte establece: 

 

“(…) el derecho a la participación política no solo de la persona que se presenta a un cargo, 
sino también el de otras personas a participar por medio de representantes libremente elegidos. En 
términos generales, entonces, existe una obligación de los Estados de proveer medidas eficaces para 
garantizar la realización de procesos electorales adecuados, y estas pueden implicar acciones de 
seguridad o protección respecto a candidatos u otras personas intervinientes en dichos procesos” 
(Corte IDH 2017a, Párr. 158). 

 

Es evidente como la Corte Interamericana establece como obligación al Estado la creación 

de procesos electorales transparente para que los ciudadanos puedan elegir libremente un 

candidato para representar sus intereses, también es la manera de que los ciudadanos hagan 

control político, y protejan a su vez uno de los fines mismo de la CADH con la protección de la 

democracia.  
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“(…) Los ciudadanos tienen el derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos 
por medio de representantes libremente elegidos. El derecho al voto es uno de los elementos 
esenciales para la existencia de la democracia y una de las formas en que los ciudadanos ejercen el 
derecho a la participación política. Este derecho implica que los ciudadanos puedan elegir libremente 
y en condiciones de igualdad a quienes los representarán.” (Corte IDH, 2005, Párr. 196 y 198; Corte 
IDH, 2014, Párr. 221; Corte IDH, 2015, Párr. 161). 

 

Es claro que la Corte Interamericana establece que todos los ciudadanos tienen derecho al 

voto secreto libre y en igualdad de condiciones para poder elegir a sus representantes, el otro 

modelo de participación es la democracia participativa el cual la Corte Interamericana ha 

desarrollado sobre todo frente a los derechos de las comunidades indígenas.  

 

“(…) a fin de garantizar el uso y goce del derecho a la propiedad colectiva indígena, conforme 
a los artículos 1.1 y 21 de la Convención, frente a la utilización o explotación de recursos naturales en 
su territorio tradicional, el Estado debe, para efectos del presente caso, contar con mecanismos para 
garantizar la participación efectiva de los pueblos indígenas, a través de procedimientos 
culturalmente adecuados para la toma de decisiones de dichos pueblos. Lo anterior no solo consiste 
en un asunto de interés público, sino que también forma parte del ejercicio de su derecho a participar 
en la adopción de decisiones en las cuestiones que afectan sus intereses, de conformidad con sus 
propios procedimientos e instituciones, en relación con el artículo 23 de la Convención Americana” 
(Corte IDH, 2005, Párr. 225; Corte IDH, 2015a, Párr.203). 

 

La Corte Interamericana en busca de salvaguardar los derechos integralmente de las 

distintas comunidades indígenas en el territorio americano y es a través de la participación de los 

pueblos indígenas se pueden materializar derechos como la propiedad comunal o la protección y 

conservación del medio ambiente a lo cual la Corte ha establecido. 

 

“(…) el artículo 23 de la Convención Americana dispone el deber de gozar de los derechos y 
oportunidades “de participar en la dirección de los asuntos públicos […]”. En este sentido, la 
participación en la conservación del medio ambiente para las comunidades indígenas resulta no sólo 
en un asunto de interés público sino parte del ejercicio de su derecho como pueblos indígenas a 
participar en la adopción de decisiones en las cuestiones que afectan sus derechos, de conformidad 
con sus propios procedimientos e instituciones” (Corte IDH, 2015a, Párr.196). 

 

La Corte Interamericana establece que las comunidades indígenas deben participar en las 

decisiones que afecten sus derechos y que es conforme a las costumbres del pueblo indígena que 

se vea afectado, sin embargo. Es pertinente mencionar que artículo 7° de la convención 169 de la 

OIT establece la consulta como el mecanismo más adecuado para la participación de las 

comunidades indígenas. 

 

Se puede concluir entonces, que el derecho a participar en asuntos públicos se realiza 

mediante la participación directa de los ciudadanos o a través del voto el cual tienen derecho todas 

las personas para elegir sus representantes, también se destaca la protección especial de la Corte 

Interamericana a los pueblos indígenas.  
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2.2.4. Limitaciones a los derechos políticos 

 

La regla general es que los derechos humanos no se pueden limitar, restringir o suspender, 

sin embargo, el parágrafo 2 del artículo 23 de la CADH, establece limitaciones de los derechos 

políticos, como son por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad 

civil o mental, o condena, por juez competente en proceso penal (OEA, 1969), frente estas 

limitaciones la Corte IDH se ha pronunciado en varias ocasiones generando estándares para los 

Estados. 

 

“(…) es evidente que estas causales se refieren a las condiciones habilitantes que la ley puede 
imponer para ejercer los derechos políticos, y las restricciones basadas en esos criterios son comunes 
en las legislaciones electorales nacionales, que prevén el establecimiento de edades mínimas para 
votar y ser votado, ciertos vínculos con el distrito electoral donde se ejerce el derecho, entre otras 
regulaciones. Siempre que no sean desproporcionados o irrazonables, se trata de límites que 
legítimamente los Estados pueden establecer para regular el ejercicio y goce de los derechos políticos 
y que se refieren a ciertos requisitos que los titulares de los derechos políticos deben cumplir para 
poder ejercerlos” (Corte IDH, 2008, Párr.155; Corte IDH, 2014, Párr. 222). 

 

En este sentido la Corte IDH, interpone un límite legislativo a los Estados frente a las 

restricciones de los derechos políticos cuando establece que los Estados tiene legitima liberta de 

regular este derecho, siempre y cuanto las limitaciones que establezca el Estado se han 

proporcionales, razonables y legales, para que los Estados sepan cuando la limitación cumple con 

estos requisitos la Corte IDH ha mencionado que: 

 

“Ahora resta definir si aun cuando la medida sea legal y persiga un fin permitido por la Convención, 
si ella es necesaria y proporcional. Con el fin de evaluar si la medida restrictiva bajo examen cumple con 
este último requisito, la Corte debe valorar si la misma: a) satisface una necesidad social imperiosa, esto 
es, está orientada a satisfacer un interés público imperativo; b) es la que restringe en menor grado el 
derecho protegido, y c) se ajusta estrechamente al logro del objetivo legítimo” (Corte IDH, 2008, Párr.184; 
Corte IDH, 2014, Párr. 227). 

 

Un ejemplo de estas limitaciones por parte de los Estados a los derechos políticos de las 

personas y que la Corte IDH aceptado es la que tiene que ver con la participación de aquellas 

personas que tienen el rango de jueces en los Estados parte de la CADH. 

 

“Al respecto, existe un consenso regional en cuanto a la necesidad de restringir la participación de 
los jueces en las actividades político-partidistas, siendo que, en algunos Estados, de forma más general, 
se prohíbe cualquier participación en política, salvo la emisión del voto en las elecciones. Sin embargo, la 
facultad de los Estados de regular o restringir estos derechos no es discrecional y cualquier limitación a 
los derechos consagrados en la Convención debe interpretarse de manera restrictiva. La restricción de 
participación en actividades de tipo partidista a los jueces no debe ser interpretada de manera amplia, 
de forma tal que impida que los jueces participen en cualquier discusión de índole política” (Corte IDH, 
2008, Párr.174; Corte IDH, 2015, Párr. 172). 
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En conclusión, los Estados tienen la libertad de limitar los derechos políticos, pero puede hacerlo 

por las razones que están explicitas en la CADH, además de ello los Estados tienen la obligación de 

hacer una prueba de proporcionalidad cuando realizan que limiten los derechos de las personas, 

para garantizar que la medida no sea desproporcional, ilegal e irracional. 

 

 

3. LÍNEA JURISPRUDENCIAL 

En este capítulo se abordará la realización de la línea jurisprudencial de acuerdo a los estándares 

anteriormente mencionados, pero para llegar a este objetivo final, primero se debe analizar el 

contexto colombiano y la razón de la limitación al derecho al voto a los militares, paso siguiente se 

analizará cual es la situación de los miembros de la fuerza pública en los distintos Estados 

americanos y por ultimo un test de proporcionalidad para saber si es o no una limitación 

convencional. 

3.1. Contexto colombiano de los Derechos Políticos a los militares 

 

Antes de iniciar con la historia del voto dentro de las fuerzas militares se deben hacer 

precisiones históricas sobre las fuerzas armadas. Es así, que históricamente la primera fuerza que 

tuvo el Estado Colombiano fue el Ejército de Liberación, sin embargo, este no hace parte del origen 

del Ejercito Nacional que se conoce hoy en día, pues después de la independencia se vivieron 

distintos conflictos internos y el Ejercito liderado por Simón Bolívar desapareció con el favor de las 

elites civiles. Posteriormente con la transformación de un Estado central a federal, lo que trajo 

consigo múltiples ejércitos de cada Estado federados pagados por los terratenientes de la época, es 

así como hasta la presidencia de Rafael Núñez, con el interés de detener varios conflictos internos 

de la época decide unificar los ejércitos y nace el Ejército Nacional de Colombia (Cruz, 2018). 

 

 Es así que durante casi 100 años  los militares tuvieron derecho al voto y participación 

política, esto género que fueran usados por  los partidos Conservadores y Liberales que utilizaban a 

sus ejércitos para intimidar y ganar las elecciones presidenciales (Guarin, 2006) , para remediar el 

mal uso de los ejércitos regionales el presidente Rafael Núñez decide como ya se mencionó la 

creación de un solo Ejercito Nacional y en la constitución de 1886 establece en su artículo 168  la 

prohibición del voto para los miembros de las fuerzas armadas el cual se describía así: 

 

“Artículo 168. La fuerza armada no es deliberante. No podrá reunirse sino por orden de la 

autoridad legítima; ni dirigir peticiones, sino sobre asuntos que se relacionen con el buen servicio y 

moralidad del Ejército y con arreglo a las leyes de su instituto” (República de Colombia, 1886). 

 

Sin embargo, esta prohibición constitucional no descartó el ejercicio del sufragio por parte 

de los miembros de la Fuerza Pública, pues si bien no podrían ser elegidos si  podían votar, lo que 

género que esta prohibición de no deliberar terminó siendo meramente simbólica al convertirse los 
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regimientos en auténticas clientelas electorales cautivas, lo que trajo como consecuencias que el 

espíritu de la norma fuera totalmente alterado, por ende trajo consigo múltiples problemas 

electorales en el Estado colombiano.  

 

Por lo cual, en busca de corregir esta situación y darse el objetivo inicial de la constitución, 

el presidente Rafael Reyes creo la ley 72 de 1930, la cual estableció de manera explícita en su artículo 

1, que las fuerzas militares en servicio activo no podrían ejercer la función del sufragio (República 

de Colombia, 1930, Art 1), sin embargo, la situación no mejoro mucho por el contrario se siguieron 

presentando distintas problemáticas electorales en las cuales se veían inmiscuidos agentes del 

ejército,  como  lo establece el Informe presentado por Tomas Rueda Vargas, Luis Cano y Gustavo 

Gómez a la Convención Republicana de julio de 1915. 

 

“Durante casi toda nuestra vida política el ejército fue factor electoral muy apreciado, 
aunque la manera como el soldado hacia uso del derecho de votar fue siempre despreciable. Se 
llevaba a la urna diez veces, disfrazado de ciudadano elector, y por la tarde, se le obligaba a atropellar 
jurados de votación y a barrer las calles a balazos. Era el árbitro siniestro de la lucha electoral” (Lewin, 
1994, pág. 175). 

 

Teniendo en cuenta esto, la prohibición se elevó a carácter constitucional mediante el acto 

legislativo 1 de 1945, el cual en su artículo 74 modifico el artículo 168 de la constitución política de 

1886 el cual prohibió definitivamente el voto  y la participación en debates políticos por parte de los 

miembros de las Fuerza Pública (República de Colombia, 1945, art 74),  esto fue retomado en la 

constitución de 1991 donde hasta el momento, se mantiene la prohibición del militar sobre la 

participación política. 

 

Aunque, en la constitución de 1991 se mantiene la prohibición han existido dos iniciativas 

dentro del Congreso de la Republica para modificar esta situación, las cuales buscan otorgar el 

derecho a elegir a los miembros de la Fuerza Pública mientras están activos, pero no permiten la 

participación política, ni ser elegidos. Estos intentos de modificación que buscaban dar el derecho 

al voto a los miembros de la Fuerza Pública fueron: 

  

 El proyecto de gaceta 515/2013 de congreso y que tenía por título “Por medio del cual se 

modifica el inciso 2º del artículo 219 de la constitución política de Colombia” (participación 

política militares) y su autor fue el senador Edgar Espíndola Niño, durante la legislatura 2013 

al 2014. 

 

 El proyecto de gaceta 543/2016 de congreso y que tenía por título “Por medio del cual se 

modifica artículo 219 de la constitución política de Colombia y se dictan otras disposiciones” 

(participación política militares) y sus autores fueron los senadores Roy Barreras, Armando 

Benedetti, Roosvelt Rodriguez, Andrés García, Bernardo Elías, Ángel Custodio, Sandra 

Villadiego, José Geneco, Eduardo Pulgar y los representantes Jaime Buenahora, John 



31 
 

Molina, Berner Zambrano, Silvio Carrasquilla y Carlos Correa, durante la legislatura 2016 al 

2017. 

 

En estos dos proyectos de acto legislativos su exposición de motivos fueron similares teniendo 

como cimientos tres puntos importantes: 1 El cambio de las condiciones sociales desde 1930 a la 

fecha, estas condiciones fueron las que dieron el origen a la prohibición para los miembros de las 

fuerzas publica; 2 el contexto sur americano teniendo en cuenta que Colombia es el único país que 

niega el derecho al voto a los miembros de su fuerza; 3 el cumplimiento de las obligaciones 

internacionales de Colombia frente al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (Espindola, 2013) 

 

3.2. Contexto suramericano de los derechos políticos a miembros de la fuerza publica 

 

En el cono sur del continente americano el derecho al voto de los militares ha tenido grandes 

cambios entre el siglo XX y el siglo XXI, en razón a las distintas dictaduras militares que tuvo a 

mediados del siglo pasado, sin embargo, a pesar de que se pensaría de que por estas dictaduras 

militares se tuvieran temores de para que los militares tuvieran el derecho a votar, la realidad 

demuestra que la mayoría de los estados americanos a excepción de Colombia y Paraguay.  Es así 

como la mayoría de los Estados en América han aceptado que los militares tengan el derecho a 

sufragar e incluso pueden ser elegidos siendo fuerza militar activa como en el Estado de Salvador. 

 

A continuación, se analizará la legislación interna de algunos Estados americanos sobre el 

derecho al voto de los miembros de la fuerza armadas, de acuerdo con ello el primer Estado analizar 

será Argentina el cual ha otorgado el derecho al voto a los miembros de la fuerza armada, iniciando 

con la Constitución argentina en su artículo 16 establece el derecho al voto para todos los 

ciudadanos argentinos en igualdad de condiciones (Nación Argentina, 1994) del mismo modo, la ley 

26.774  en su artículo 3 sobre quienes son electores, la inmunidad 24 hora antes de votaciones que 

tienen los ciudadanos argentinos y la obligación de votar de todos los ciudadanos, a su vez el artículo 

68  de la misma norma limita algunos miembros del ejército durante el acto electoral los jefes u 

oficiales de las fuerzas armadas y autoridades policiales nacionales, provinciales, territoriales y 

municipales, no podrán encabezar grupos de electores durante la elección, ni hacer valer la 

influencia de sus cargos para coartar la libertad de sufragio ni realizar reuniones con el propósito de 

influir en los actos comiciales (Nación Argentina, 2012).  

  

Por su parte la ley 5109 conocida como la ley electoral establecen los límites para el derecho 

al sufragio en Argentina en el artículo 3, estos límites se dividen en tres por razones de incapacidad, 

por razones de su estado o condición y por indignada, en un principio se tenía la limitación a los 

militares por razones de su condición e indignidad, sin embargo, esto cambio mediante la ley 11.833 

que derogó el artículo 3, numeral 2 literal b (Nación  Argentina, 1946, Art 3), sin embargo, los 

militares en servicio activo no pueden ser elegidos.  
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El caso de la Republica Pluricultural de Bolivia, existe solo la limitación para ser elegidos a los 

militares activos, pero para sufragar solo está limitado en tres casos textualmente redactados en la 

constitución boliviana en su artículo 28:  

  

“El ejercicio de los derechos políticos se suspende en los siguientes casos, previa 

sentencia ejecutoriada mientras la pena no haya sido cumplida: 1. Por tomar armas y prestar 

servicio en fuerzas armadas enemigas en tiempos de guerra; 2. Por defraudación de 

recursos públicos; 3. Por traición a la patria” (Republica Pluricultural de Bolivia. 2009. Art. 

28). 

 

Estas son las únicas limitaciones para el derecho al sufragio en el Estado boliviano, sin 

embargo, para que los militares puedan ser elegidos en algún puesto de elección popular el militar 

debe renunciar a su cargo y posterior podrá ser candidato por algún partido político existente en 

Bolivia (Republica Pluricultural de Bolivia. 2010). 

 

En el caso del Estado de Brasil, frente al derecho al voto es suspendido los miembros de las 

fuerzas militares cuando están prestando el servicio militar y tienen el grado de reclutas, posterior 

a este momento tienen el derecho al voto (República Federativa de Brasil. 1988. Art. 14. numeral 

2), a su vez, la constitución brasileña da a los militares la libertad de presentarse como candidatos, 

sin embargo, si el militar tiene menos de diez años de servicio el militar se debe retirar de las fuerzas, 

pero si el militar tiene más de diez años de servicio será durante la campaña puesto como reserva y 

si resultare electo será retirado (República Federativa de Brasil. 1988. Art. 14. numeral 8). 

 

La situación del Estado de Chile frente al derecho al sufragio de los militares la constitución 

en su artículo 16 establece que derecho al voto se suspende en los siguientes casos: 

 

        “(…) por interdicción en caso de demencia; por hallarse la persona acusada por delito que 
merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terror; por haber sido 
sancionado por el Tribunal Constitucional en conformidad al inciso séptimo del número 15º del 
artículo 19 de esta Constitución. Los que por esta causa se hallaren privados del ejercicio del derecho 
de sufragio lo recuperarán al término de cinco años, contado desde la declaración del Tribunal. Esta 
suspensión no producirá otro efecto legal, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso séptimo del 
número 15º del artículo 19” (República de Chile, 2010, Art. 16). 

 

Por lo tanto, es evidente que entre las suspensiones al derecho al voto no se encuentran los 

miembros de las fuerzas armadas chilenas tampoco en la ley 20568 que regula la inscripción 

automática, modifica el servicio electoral y moderniza el sistema de votaciones, ni en la ley 18556, 

la cual es la ley orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y servicio 

electoral, establecen alguna limitación al derecho del sufragio de la Fuerza Pública. 
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Por su parte, la Republica de Ecuador establece en su constitución al voto como un derecho 

y un deber de todo ciudadano ecuatoriano, sin embargo, tiene la excepción para dejar el voto como 

facultativo cuando las personas tienen calidades especiales como son los mayores de sesenta y cinco 

años, los ecuatorianos en el exterior y los integrantes de los miembros de las fuerzas armadas y de 

policía (Republica de Ecuador, 2008, art 62). 

 

El siguiente Estado es Paraguay, esta al igual que el estado colombiano considera a las 

fuerzas armadas no deliberantes, por lo cual suspende sus derechos al voto y hacer elegido, así lo 

establece la ley 834 de 1996 donde prohíbe a los militares votar, ser parte de partidos políticos y 

sanciona a los mismos si no respetan el carácter apolítico de la fuerza armada, de esta manera el 

artículo 91 de la norma ya mencionada establece quienes no pueden ser electores, “No podrán ser 

electores: (…) ; c. los soldados conscriptos y clases de las Fuerzas Armadas y Policiales y los alumnos 

de institutos de enseñanza militar y policial (…)” (República del Paraguay, 1996, Art 91 literal C). 

    

En el Estado de Perú el derecho al voto y a ser elegido de la fuerza armada activas estaba 

suspendido por mandato constitucional, el artículo 34 constitucional ordenaba: “Los miembros de 

las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional en actividad no pueden elegir ni ser elegidos. No existen 

ni pueden crearse otras inhabilitaciones” (República del Perú. 1993. Art 34), sin embargo, esta 

situación cambio en el año 2005 mediante la ley 28480 que modifico los artículos 31 y 34 de la 

constitución peruana, es así como el nuevo artículo 34 de la carta magna peruana establece que: 

 

“Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional tienen derecho al voto y a la 
participación ciudadana, regulados por ley. No pueden postular a cargos de elección popular, 
participar en actividades partidarias o manifestaciones ni realizar actos de proselitismo, mientras no 
hayan pasado a la situación de retiro, de acuerdo con ley.” (República del Perú. 2005. Art único). 

 

En el caso de la República Oriental del Uruguay, la constitución es muy clara en su artículo 

77 establece como ejercer el derecho al voto y las prohibiciones de participación política, de algunos 

agentes estatales como jueces, policías y miembros de la fuerza armada por ende este artículo 

establece:  

 

“Todo ciudadano es miembro de la soberanía de la Nación; como tal es elector y elegible en 
los casos y formas que se designarán. 
El sufragio se ejercerá en la forma que determine la Ley, pero sobre las bases siguientes:   
(…) 
4º) Los magistrados judiciales, los miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y del 
Tribunal de Cuentas, los Directores de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados, los 
militares en actividad, cualquiera sea su grado, y los funcionarios policiales de cualquier categoría, 
deberán abstenerse, bajo pena de destitución e inhabilitación de dos a diez años para ocupar 
cualquier empleo público, de formar parte de comisiones o clubes políticos, de suscribir manifiestos 
de partido, autorizar el uso de su nombre y, en general ejecutar cualquier otro acto público o privado 
de carácter político, salvo el voto.  (…)” (República Oriental del Uruguay. 1967. Art. 77). 
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Por otro lado, el caso de la República Bolivariana de Venezuela mantiene la costumbre de la 

mayoría de los Estados Suramericanos aceptando que los militares tienen derecho al voto, pero no 

a la participación política a si lo establece su Constitución Nacional en el artículo 330, “Los o las 

integrantes de la Fuerza Armada Nacional en situación de actividad tienen derecho al sufragio de 

conformidad con la ley, sin que les esté permitido optar a cargo de elección popular, ni participar 

en actos de propaganda, militancia o proselitismo político” (República Bolivariana de Venezuela. 

1999. Art 330). 

 

Para concluir, es indudable que existe una tendencia en América del sur en reconocer el 

derecho al voto de los militares, pero mantener la restricción de ser elegido o parte de un partido 

político, es en este contexto que Colombia continúa suspendiendo el derecho de los miembros de 

la Fuerza Pública de sufragar en las elecciones populares de manera libre y secreta. 

 

 

3.3. Línea jurisprudencial de la Corte Interamericana del derecho a elegir vs límites de los 

derechos políticos. 

Limitar el 

derecho 

¿El Estado colombiano puede limitar el derecho a elegir de los miembros de la 

Fuerza Pública de acuerdo a los estándares de la Corte Interamericana? 

Derecho 

al voto 

   

 *Caso Yatama Vs. Nicaragua. 

                  (fundadora de línea)  

           

 

* Caso Castañeda Gutman Vs. México 

             (Confirmadora de línea) 

 

                                                                                *Caso Chitay Nech y otros vs Guatemala 

                                                                                 (Confirmadora de línea) 

 

*  Caso Argüelles y otros vs Argentina 

              (Confirmadora de línea) 

 

 

 

* Caso López Lone y otros vs Honduras 

                (Confirmadora de línea) 

 

                                                                                   *Caso Pacheco León y Otros vs. Honduras 
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De la línea jurisprudencial se pueden establecer varias situaciones como son, los derechos 

políticos se pueden limitar por parte de los Estados, pero esta limitación debe ser proporcional, 

necesarias y cumplir con un fin legítimo, es así como el Estado colombiano limita el derecho al voto 

de los miembros de la Fuerza Pública en el artículo 219 de la Constitución Política de Colombia, sin 

incumplir ninguna de las obligaciones internacionales exigidas por parte del Sistema Interamericano 

sobre Derechos Humanos. 

 

 

3.4.  Test de proporcionalidad  

 

           El principio de proporcionalidad es “un conjunto de criterios o herramientas que permiten 

medir y sopesar la licitud de todo género de límites normativos de las libertades” (Barnes, 1998, 

pág. 16),  para cumplir con este objetivo estas medidas deben ser estrictamente necesarias , legales 

y que cumplan con un fin mayor al derecho a limitar,  por lo tanto, la proporcionalidad se constituye 

en un principio de carácter relativo que da límites legales a derechos según la relación entre medio 

y fin, sin embargo, se debe mencionar que este límite no debe ser permanente, pues una vez 

conseguido el objetivo, la medida debe desaparecer y  restablecer el derecho. 

        Dicho lo anterior, el test de proporcionalidad se basa en  tres principios para establecer si una 

medida es proporcional o no frente la limitación del derecho,  estos son el principio de idoneidad, 

de necesidad y proporcionalidad, por ello, para aplicar necesitamos definir estos principios, 

iniciando con la idoneidad esta se refiere a que la medida debe tener un fin legítimo y 

constitucionalmente valido  y debe ser adecuada para alcanzar este fin, el siguiente principio es la 

necesidad  establece que la norma limitadora del derecho sea estrictamente indispensable para 

satisfacer  y cumplir el fin, por último, el principio de proporcionalidad  es realizar una valoración 

frente al derecho afectado y el fin legítimo que se busca (Barnes, 1998). 

Por su parte el Sistema interamericano establece que los Estados parte de la CADH tienen la 

potestad de limitar o reglamentar algunos Derechos Convencionales, como es el caso del artículo 

23 de la CADH, que establece los derechos políticos, sin embargo, la Corte Interamericana ha 

señalado que las medidas para limitar el derecho deben cumplir con los siguientes elementos: “i) la 

                                                                                                                              (Confirmadora de línea) 

 

 

 

                                                                                              *Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela. 

                                                                                                          (Confirmadora de línea) 
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necesidad; ii) proporcionalidad de la medida y iii) fin legítimo de la misma” (Corte IDH. 2001. Párr. 

155; Corte IDH. 2004a. Párr. 96; Corte IDH. 2004b. Párr.127; Corte IDH. 2005a. Párr. 145). 

Por lo tanto, frente a la necesidad la Corte Interamericana ha determinado en casos como 

Ricardo Caneses vs Paraguay, que el Estado debe contemplar todas las acciones posibles, antes de 

generar la limitación de un derecho humano, es decir, “siempre deberá propender por considerar 

de un abanico de posibilidades, la medida que sea absolutamente indispensable para conseguir el 

fin deseado y que no exista una menos gravosa al derecho intervenido” (Corte IDH. 2004a. Párr. 96; 

Corte IDH. 2008a. Párr.84). 

El siguiente elemento es la proporcionalidad el cual la Corte Interamericana ha señalado que 

el “Estado debe considerar el grado de afectación de los derechos humanos que se encuentran en 

juego, la importancia de la satisfacción del bien legitimo a conseguir, y si esta se justifica con la 

restricción de los derechos humanos” (Corte IDH. 2016. Párr. 147).  

Ahora bien, en cuanto al fin legítimo, la Corte Interamericana, señala que la causa invocada 

para justificar la limitación “debe ser compatible con la Convención Americana en las normas que 

establecen finalidades generales legítimas o “las justas exigencias del bien común, en una sociedad 

democrática”, según lo determinado en el artículo 32 del tratado” (Corte IDH. 2008. Párr. 180) 

De acuerdo a lo anterior, se analizará si el artículo 219 de la Constitución Política de Colombia 

cumplía en su momento de promulgación cumplía con los parámetros de necesidad, 

proporcionalidad y un fin legítimo. Para ello, primero se debe conocer el contenido de la norma la 

cual establece: 

“Artículo 219. La Fuerza Pública no es deliberante; no podrá reunirse sino por orden de autoridad 
legítima, ni dirigir peticiones, excepto sobre asuntos que se relacionen con el servicio y la moralidad 
del respectivo cuerpo y con arreglo a la ley.  

Los miembros de la Fuerza Pública no podrán ejercer la función del sufragio mientras permanezcan 
en servicio activo, ni intervenir en actividades o debates de partidos o movimientos políticos” 
(Constitución Política. 1991). 

  

Esta norma en su lectura podríamos establecer que va en contravía del artículo 23 de la 

convención, sin embargo, la medida de negar la participación política del voto según los 

constituyentes de 1991 se estableció por tres razones, primero la situación de orden público 

teniendo en cuenta las disidencias de guerrillas que no participaron en los anteriores procesos de 

paz y el narcotráfico, segundo “se tenía conocimiento de relaciones entre grupos paramilitares y 

algunos miembros la Fuerza Pública” (República de Colombia. 1991a. Pág. 21 y 22) y por último 

persistía el temor de la debilidad de las instituciones y la politización de nuevo de la Fuerza Pública 

como en tiempos pretéritos (República de Colombia. 1991b).   

 

Frente a las condiciones que atravesaba el Estado de Colombia al momento de la creación 

de esta norma fue necesaria no existía ninguna otra medida que asegurara que la institucionalidad 
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de la Fuerza Pública se viera socaba o en peligro, también fue proporcional porque, al limitar los 

derechos políticos de los miembros de la Fuerza Pública, se protegió fin legitimo del orden 

democrático de un Estado parte de la Convención Americana.  

 

En este orden de ideas se puede afirmar que la limitación de los derechos políticos de los 

miembros de la Fuerza Pública colombiana cumple con los estándares de la Corte interamericana 

en materia de límites de los derechos políticos y por ende el Estado colombiano no contraviene 

ninguna obligación convencional. 

 

CONCLUSIONES 

 

La CADH establece en su artículo 23 los derechos políticos que tiene toda persona y la 

posibilidad que brinda a los Estados partes de reglamentarlos, es así como la Corte Interamericana  

desde el caso Castañeda Gutman hasta  el caso Miguel Sosa ha reiterado que los derechos políticos 

contienen diversas normas, tanto en la esfera particular para que el ciudadano sea elegible y en la 

esfera social para que la persona pueda elegir y participar en asuntos públicos a través del voto, a 

su vez es pertinente mencionar que el artículo no solo protege el pleno goce de los derechos 

políticos, sino también las oportunidades reales de ejercerlos y por tanto los Estado tienen la 

obligación de crear medidas positivas  para que las personas puedan  hacer pleno uso y disfrute de 

sus derechos políticos. 

  

Ahora bien,  frente a los derechos políticos y el contexto de los miembros de la Fuerza 

Pública,  es pertinente recordar que el cono sur del continente americano, durante el siglo pasado 

vivió en constantes dictaduras militares o en muchos casos las instituciones militares se politizaron 

generando un daño a la democracia de Suramérica, en consecuencia, muchos Estados posterior a 

sus dictaduras o al detectar la politización de las fuerzas militares decidieron modificar su 

ordenamiento jurídico interno y limitar el derecho al voto de los militares, sin embargo, esta 

situación ha cambiado en la mayoría de Estados mediante reformas constitucionales y esto se dio a 

razón  del fortalecimiento institucional de las distintas Fuerzas Públicas y que la mayoría de Estados 

han permitido a los miembros de la Fuerza Pública votar, pero no ser elegibles o parte de un partido 

político, sin embargo, Colombia ha sido la excepción y mantiene la limitación de votar y ser elegibles 

a los miembros de la Fuerza Pública colombiana. 

Es en este contexto y dando respuesta a la pregunta problema se identificó que en el 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos se establece la obligación a los Estados de otorgar 

oportunidades reales de participación política, pero a su vez establece facultades a los Estados para 

limitar los mismos, por lo cual implicaba el estudio de los estándares convencionales frente los 

derechos  dichos estándares dieron como consecuencia la  línea jurisprudencial que incorporó 

sentencias como el Caso Yatama Vs. Nicaragua, Caso Castañeda Gutman Vs. México, Caso Argüelles 
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y otros vs Argentina, Caso López Lone y otros vs Honduras, dio como resultado que el Estado de 

Colombia puede limitar el derecho al voto de los militares, si la limitación es proporcional, necesaria 

y legitima situación que cumple el artículo 219 de la Constitución política de Colombia de 1991. 

De otro lado, es pertinente mencionar que para llegar a este resultado se dio aplicación de 

un sistema de navegación semiautomático de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, la cual fue creada por los grupos de investigación en Derecho Público de la Facultad de 

Derecho y ACCEDER de la Facultad de Ingeniería de la Universidad Militar Nueva Granada, esta fue 

utilizada para la búsqueda de espacios citacionales y creación de la línea jurisprudencial, que  resultó 

ser muy eficiente en términos de ahorro de tiempo, búsqueda y selección de sentencias de los 

derechos políticos emitidas por la Corte Interamericana. 

La disminución en tiempo frente a la búsqueda de fuente fue muy alta debido a que solo 

con el hecho de utilizar el metadato “derechos políticos” en el buscador se arrojaron 

inmediatamente todas las sentencias de la Corte Interamericana que trataban los derechos 

políticos.  Al tener esta información del número y nombre de estas sentencias no existió el desgaste 

de tomar otras sentencias que no tuvieran aplicación directa al problema de investigación. 

También se destaca que la herramienta arrojo el ranking sobre la sentencia más importante 

y la más citada, estableciendo que Caso Yatama Vs Nicaragua era la de mayor citación y más 

importante siendo a su vez una sentencia que describía los derechos políticos y con esta lleva 

catorce años la Corte Interamericana consolidando los estándares de protección sobre los derechos 

políticos. 

Así mismo, como resultado adicional de la herramienta que fue de gran utilidad es el grafico 

que elabora de acuerdo a la importancia y conexidad de las sentencias, con esto se vislumbra los 

espacios convencionales de los derechos políticos como fueron a) derecho a ser elegido; b) el 

derecho a la igualdad de oportunidades en el acceso y la estabilidad en cargos públicos; c) el derecho 

a participar en asuntos públicos; d) limitaciones a los derechos políticos, con esta información la 

creación de la línea jurisprudencial para dar respuesta a la pregunta se logró de forma práctica. 

Como ya se mencionó, esta línea jurisprudencial dio como resultado que Colombia cumple con 

su obligaciones internacionales, sin embargo, algunas de las situaciones que generaron la limitación 

a los derechos políticos de los militares han cambiado como fueron la debilidad de la Fuerza Pública 

y una posible politización de la misma, también podrían existir otras medidas para la protección de 

la democracia sin restringir el voto a los miembros de la Fuerza Pública, el Estado colombiano está 

en un momento óptimo para unirse a la tendencia de la región frente al voto de las Fuerzas Públicas, 

una media menos restrictiva para la participación política de la Fuerza Pública es dar educación 

política dando la posibilidad de elegir, pero restringiendo la posibilidad de ser elegidos. 

En conclusión se establece que la limitación al voto de las Fuerza Pública se puede mantener 

porque está ajustado a la constitución y el ordenamiento interamericano, pero es necesario 
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evolucionar y dar una apertura de manera paulatina a la posibilidad de que estos puedan elegir 

quienes serán sus jefes durante un periodo de tiempo. 
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